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Este año se celebra el 140 ani-
versario del establecimiento 
de relaciones diplomáticas 
entre Japón y el Perú, el vín-
culo más largo que Japón 

posee con América Latina. Asimismo, 
la migración de japoneses al Perú, que 
se remonta a 1899, es la de mayor antigüedad 
en Sudamérica, y se afirma que en la actuali-
dad hay aproximadamente 90 mil ‘nikkeis’  
–descendientes de japoneses– en el Perú. 

Quisiera resaltar que en el Perú se ha ins-
tituido el 3 de abril como “Día de la Amistad 
Peruano Japonesa”. No existe quizá algo 
similar en el mundo. Con esta continua y larga 
relación de amistad, ambos países han estre-
chado mucho más sus vínculos, con énfasis en 
el sector económico, convirtiéndose en socios 
confiables en forma de relaciones ‘win-win’. 

La entrada en vigor del Acuerdo de Aso-
ciación Económica (AAE) en marzo del año 
pasado es un símbolo de ello. Las empresas 
japonesas están ampliando sus inversiones en 
el Perú, que experimenta un alto crecimien-
to estable y sostenible. En el ámbito cultural, 
ambos países comparten más de 50 años de in-
tercambio arqueológico. El Perú posee mucho 
patrimonio cultural; la zona arqueológica de 
Machu Picchu tiene embelesados a los japone-
ses, y aparece en el primer puesto del ránking 
del patrimonio mundial que desean visitar.

Hace dos años, cuando Japón sufrió el gran 
terremoto del este, recibimos de los perua-
nos su valiosa ayuda junto con el mensaje: 
“Queremos ayudar a los japoneses de alguna 
forma”. Esto demuestra que el verdadero 
intercambio entre los dos pueblos está enrai-
zado en lo más hondo de sus corazones, lo que 
agradezco profundamente.

En América Latina, la democracia se 
ha establecido con firmeza y es valorada 
como el centro del crecimiento de la eco-
nomía mundial junto con Asia.

Japón concede mucha importancia co-
mo socio en la comunidad internacional 
a América Latina, que comparte valores 

fundamentales como la democracia y el Estado 
de derecho, entre otros. Problemas de la comu-
nidad internacional, como el cambio climático, 
el desarme y la no proliferación de armas, etc., 
son abordados estrechamente por Japón y Amé-
rica Latina. 

En las relaciones económicas, América Latina 
es para Japón un socio con el cual se colabora 
estrechamente para el desarrollo; posee un cre-
ciente mercado de 600 millones de habitantes, y 
es también una región importante, proveedora 
de recursos mineros y alimentarios. En estos 
cinco años, alrededor de 200 nuevas empresas 
japonesas se establecieron en este continente.

Las empresas japonesas persiguen un modelo 
por desarrollar junto con la población local de 
los países donde operan. Con la transmisión de 
alta tecnología y compartiendo con los lugare-
ños el ‘know-how’ de los negocios, las empresas 
japonesas contribuyen al desarrollo de cada país 
latinoamericano a mediano y largo plazo.

Asimismo, Japón apoya la inclusión social, 
promovida por muchos países latinoamerica-
nos, empezando por el Perú. Pensamos conti-
nuar en el futuro inmediato con toda la ayuda 
para disminuir la pobreza y reducir la brecha 
social, para que no haya personas postergadas.

Para Japón, el Perú es un vecino que colinda 
con el océano Pacífico. Deseo en esta visita con-
versar con mis amigos peruanos para mejorar 
aún más nuestra asociatividad cultivada duran-
te tan largo período.

Q ué difícil es creerle a al-
guien que por la boca ex-
presa una cosa y con sus 
acciones habla de otra. Qué 
difícil confiar cuando la 

falta de transparencia y la constante am-
bigüedad son el mensaje cotidiano. Más 
difícil aun cuando hace poco nomás hemos sido 
testigos de los cambios de ruta radicales. ¿Qué 
nos garantiza que no vuelva a hacerlo? Efectiva-
mente, aquí no hay garante que valga.

Se esperaba que, en la larga entrevista que 
ofreció a Frecuencia Latina el domingo en la 
noche, el presidente Humala iba a despejar las 
dudas sembradas por sus últimas acciones; 
pero no, al contrario, las hizo crecer.

La confianza es la columna vertebral de la paz 
y el progreso. Sin ella, el camino se vuelve oscu-
ro y el avance, si lo hay, es más lento y complica-
do. La crisis financiera que desde hace casi seis 
años sufren Europa y Estados Unidos es esen-
cialmente una crisis de confianza. Perdida esta, 
los pisos del desarrollo se han ido cayendo como 
castillos de naipes, uno sobre el otro, con graves 
consecuencias para sus sociedades. España, por 
ejemplo, de menos de dos millones de desem-
pleados que tenía antes de la crisis, hoy acaba de 
superar los seis millones. Y por más esfuerzos 
que hacen sus dirigentes políticos, nada parece 
capaz de recuperar la confianza perdida. 

Es que una vez dañada, la confianza se resiste 
mucho a volver. Es lógico, seguir creyendo en 
aquel que miente o disimula podría ser necedad. 
Ella es una virtud frágil en defensa propia. Es 
imprescindible, pero en ciertas relaciones no 
puede ser ciega para no pecar de descuidada. 

Al ser la base de la paz y el progreso, la confian-
za sobre la cual se construye la sociedad obliga 
a las autoridades a no dormirse en sus laureles o 

pensar que lo ganado le da un crédito sin 
fin para sacarle la vuelta. La confianza 
no es permanente, una vez conquistada 
no se llega a una meta estática, obliga 
a un continuo hacerse, pues siempre es 
incompleta y frágil. Es más, está cons-
tantemente asediada por la tentación de 

cobrarse un poquito a cuenta de ella. Mantener-
la es muy difícil, pero en esa misma dimensión 
es siempre un deber, particularmente de las 
autoridades elegidas, pues perder la confianza 
de la población es como perder la viga maestra 
que sostiene las instituciones. 

Cuando la desconfianza se instala, esta despo-
ja a las personas y a las instituciones del nexo que 
sostiene las relaciones humanas. Si lo que reina 
es la desconfianza, el crecimiento es práctica-
mente imposible. Todos dan un paso atrás, se re-
prime la inversión, no se corren riesgos. Solo en 
relaciones de confianza, las cuales se basan en el 
cumplimiento de la palabra dada, es posible al-
canzar el bien común. Dar vueltas como botella 
borracha debilita las lealtades, destruye los pac-
tos, hiere la convivencia, dispersa los esfuerzos 
y cada cual termina en su trinchera particular 
defendiendo su propia ‘verdad’.

Para mantener la confianza de la sociedad es 
preciso cultivar relaciones de calidad, donde la 
comunicación sea abierta, positiva y sincera.

Hay quienes dicen que la confianza no es una 
virtud que se deba practicar con los políticos, al 
menos mientras estos no demuestren de manera 
indiscutible que cumplen con sus promesas en 
beneficio de aquellos que lo eligieron. 

En momentos como el actual en que se em-
pieza a sembrar la duda, el Gobierno haría bien 
en definir posiciones. Sus decisiones tienen 
impacto en la economía y en la inversión, y estas 
no dejarán de pasarle la cuenta.

A la potencial y anacrónica compra de 
los activos de Repsol se le ha suma-
do otro hecho que, si bien ha tenido 
menor notoriedad, no es menos 
preocupante. Se trata de la transfe-

rencia de competencias para la administración 
de los puertos de la Autoridad Portuaria Nacio-
nal (APN) a la Dirección General de Capitanías y 
Guardacostas (Dicapi), dependiente del Minis-
terio de Defensa. 

Son varios los frentes por los que esta transfe-
rencia genera preocupaciones. Para empezar 
(siguiendo con el derrotero que marcaría la 
expansión de las actividades de Petro-Perú), el 
Gobierno ha decidido ignorar que se encuentra 
subordinado al Congreso y a la Constitución. El 
decreto legislativo mediante el cual se realizó la 
mencionada transferencia de competencias se 
emitió en virtud de una delegación de faculta-
des realizada por el Parlamento. Este último, no 
obstante, circunscribió la misma a la reforma 
del sector Defensa. Por eso, cuando el Gobierno 
entró a regular la gestión de servicios comercia-
les portuarios y la administración del transporte 
comercial marítimo, fue más allá de lo que esta-

bleció el Congreso y violó además la repartición 
de poderes establecida por la Constitución. 

La inconstitucionalidad del mencionado 
decreto legislativo, sin embargo, no termina en 
el hecho de que el Ejecutivo tome las órdenes del 
Parlamento como una mera sugerencia. Ade-
más, a través de esta norma, el Ejecutivo creó 
una oficina de inspecciones y auditorías para 
brindar, en exclusividad, servicios 
de inspección y auditoría respec-
to de estándares de seguridad y 
contaminación de las embarca-
ciones. Esta oficina cobrará por 
evaluaciones que tranquilamente 
podrían realizar empresas priva-
das y, así, violará el artículo de la 
Constitución que señala que el Es-
tado no puede poner una empresa para realizar 
actividades que puedan hacer los privados. 

El Gobierno, no obstante, no solo decidió 
mantener su costumbre de ignorar este último 
artículo constitucional. Además, le entregó 
el monopolio legal de dichas actividades a la 
mencionada nueva oficina y le otorgó a Dicapi la 
facultad de crear tributos para financiarse, todo 

lo cual también se encuentra prohibido por la 
Carta Magna.

Lamentablemente, que al Ejecutivo no le inte-
rese lo que establece la Constitución y el Con-
greso no es la única mala noticia. Esta reasigna-
ción de funciones, además, no tiene un sentido 
práctico porque se le han quitado atribuciones a 
la entidad especializada (la APN) para entregár-

sela a otra que tiene personal ca-
pacitado para administrar temas 
de seguridad mas no comerciales 
(Dicapi). Como han señalado 
varios especialistas, que la Ma-
rina se encargue de los aspectos 
comerciales de los puertos tiene 
tanto sentido como asignarle a la 
Fuerza Aérea la administración 

de la aviación comercial o al Ejército la regula-
ción del tránsito terrestre.

La mejor prueba del retroceso que supone tras-
ladar las facultades de la APN a Dicapi son los 
números. Según Cómex-Perú, hace siete años, 
cuando la Marina se encargaba de los procesos 
de recepción, despacho, zarpe y arribo, las tasas 
que pagaban las embarcaciones ascendían en 

total a S/.26 millones. Hoy, en cambio, a pesar 
de que el tráfico naviero es mayor, la APN cobra 
en total solo S/.13 millones, permitiendo una 
reducción de costos que beneficia a los consumi-
dores finales de los productos. 

Por otro lado, el mencionado decreto legislati-
vo establece que ahora se necesitará el visto bue-
no de la Marina para concesionar los puertos. 
Esto (además de ser una barrera adicional e in-
necesaria para el desarrollo de infraestructura 
portuaria) preocupa porque, según la congresis-
ta Luciana León, en el pasado Dicapi se opuso a la 
concesión del Muelle Norte, lo que es un indicio 
de la falta de interés de la Marina por la inversión 
privada. Estando en el puesto 111 de 144 países 
en calidad de infraestructura portuaria, según 
el Índice de Competitividad Global 2012-2013, 
no se llega a entender por qué ponerle más tra-
bas al desarrollo de nuestros puertos.

En suma, por donde se le vea, debe preocupar-
nos la militarización de los puertos. No solo por 
todos los errores que ella implica, sino también 
porque parece que meter al Estado donde la 
Constitución se lo prohíbe se ha convertido en 
una política de este gobierno.

- FUMIO KISHIDA -
Ministro de Asuntos Exteriores de Japón

EDITORIAL

HUMOR PROFANO

“A diferencia de Chile y Colombia, que nos han sacado enorme ventaja en modernización de puertos precisamente porque los han concesionado, el Perú se demoró casi diez años entre la primera concesión que 
hizo, la del puerto de Matarani, en 1999, y la segunda que logró ejecutar, la del Muelle Sur del Callao”. Editorial de El Comercio Llegando a mal puerto / 11 de agosto del 2012

Larga y fructífera amistad

EL TÁBANO

- LA OREJA ASUSTADA -- MARIO MOLINA -

Ahora que Mario Vargas Llosa ha 
sido ninguneado por –a decir de 
Fernando de Szyszlo– un diputa-
dito llamado Fredy Otárola, queda 
como último garante de la demo-

cracia el ex presidente Alejandro Toledo. Pero 
aunque un hombre de letras como Vargas Llosa 
no haya tenido a bien firmar una letra que res-
paldara su palabra, no sería mala idea exigirle 
a Toledo algo más realizable; digamos, una ga-
rantía líquida.

No es que esta oreja desconfíe de su palabra, 
sino que no sabe bien en cuál de todas sus pala-
bras debe una confiar: si la del martes, cuando 
dice que el presidente Humala no debe viajar a 
Venezuela, o la del miércoles, cuando afirma 
que es el único que conduce la política exterior; 
si la del jueves, cuando llama a su bancada para 

El último  
garante

que vote a favor de concederle al presidente el 
permiso para viajar, o quién sabe la del vier-
nes, cuando le advierte que tendrá que asumir 
las consecuencias de ese viaje. Parece como si 
Juanito el Caminante quisiera caminar por los 
cuatro suyos a la vez.

¿Cómo puede garantizar ahora el garante 
que va a oponerse firmemente a los impulsos 
estatistas del gobierno? Que se caiga con una 
fianza bancaria no sería mucho pedirle a un 
paladín que ha demostrado ser capaz de poner 
su mano al hielo por la democracia.

Política co-marcial
No se debió encargar a la Marina la administración de aspectos comerciales de los puertos.

ABSURDO
Con una pésima 
infraestructura 
portuaria, no se 

entiende por qué 
ponerle más trabas al 

desarrollo de nuestros 
puertos.

VISITA DEL CANCILLER JAPONÉS AL PERÚ

- ROSSANA ECHEANDÍA -
Periodista

El factor confianza 
PELIGROSA AMBIGÜEDAD Y FALTA DE TRANSPARENCIA


